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Libro R-4

Exp. Nº: SIII-698 
COMITE DE ADMINISTRACIÓN DEL FIDEICONISO LEY 12726/12790 C/ CARLOS R. FAGE Y CIA S.A. Y OTS S/PREPARA VIA EJECUTIVA.-

En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los 14 días del mes de abril del  año dos mil diez, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Tercera de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Mercedes de la Provincia de Buenos Aires, doctores CARLOS ALBERTO VIOLINI y LUIS MARIA NOLFI, con la presencia de la Secretaria actuante, para dictar sentencia en el Expte. nº 698 en los autos: “Comite de Administración del Fideicomiso Ley 12726/12790 c/ Carlos R. Fage y Cía. S.A y ot. s/ Prepara Vía Ejecutiva”.

 La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones de acuerdo con los artículos 168 de la Constitución y 266 del Código Procesal.

PRIMERA:  ¿Es justa la sentencia interlocutoria apelada de fs. 313/315?

SEGUNDA: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Luis María Nolfi y Carlos Alberto Violini.

VOTACIÓN:

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, el señor Juez doctor Luis María Nolfi dijo:

                  

I.- Llegan las presentes actuaciones a esta Sala a efectos de tratar el recurso de apelación deducido por la parte actora a fs. 336, concedido a fs. 337, contra la sentencia interlocutoria de fs. 313/315, fundamentado temporáneamente a fs. 338/344, escrito que mereciera la replica del escrito de fs. 346/348.-




II. A fs. 313/315 la Sra. Juez a quo, en lo que aquí interesa, ha resuelto declarar la prescripción de la acción para la solicitud de regulación de los honorarios devengados a favor de los Dres. Pedro Claudio Lucas Acuña, Jorge Mario Mozzoni, Claudio Fabián González  y Angélica Gladys Fraga. Para ello, básicamente, ha considerado que los profesionales antes mencionados cesaron en su intervención en autos y que desde dichas respectivas fechas de cesación ha transcurrido el plazo de prescripción respectivo.-   




III. De ello es precisamente de lo que se agravia el quejoso de fs. 336. Considera el apelante que el plazo de prescripción ha aplicar es el decenal fijado por el art. 4.023 del Código Civil. Por otro lado considera que el iudex a quo no ha considerado, frente a la aplicación del plazo bienal, si el mismo correspondía computarlo desde que ha terminado o fenecido el pleito o desde que el abogado ha cesado en su ministerio, entendiendo el agraviado que, en la especie, no ha acontecido alguno de dichos supuestos.-




IV. A fs. 346/48 el letrado apoderado de la parte demandada se presenta a contestar el traslado conferido a fs. 345 respecto del memorial de fs. 338/344 y allí considera que la sentencia recurrida deviene firme para los letrados Acuña, Mozzoni, González y Fraga que no han apelado la misma, haciéndolo únicamente el Dr. Ricca a fs. 336 como apoderado del Banco de la Provincia de Buenos Aires, quien es un tercero en la cuestión resuelta –prescripción de los honorarios devengados a favor de los letrados mencionados-. Luego de ello, sí pasa a contestar y refutar el memorial y los argumentos allí volcados por el recurrente.-



Se pone de resalto la cuestión, pues, por buen orden procesal corresponderá su tratamiento un primer término.-



V. Es que puede decirse que comenzar por tal planteo, el efectuado por el apelado, implica verificar si el recurrente -Banco de la Provincia de Buenos Aires-, detenta legitimación para apelar la cuestión resuelta en la sentencia en crisis.- 



Para ello no basta con decir que al ser parte del juicio detenta  dicha legitimación, puesto que al tratarse lo resuelto, de una cuestión meramente incidental y ajena al objeto del pleito bien podría sostenerse  que es un tercero en este incidente, y de allí derivar que la resolución de la misma en un sentido u otro no le afecta o causa agravio en sus intereses. Pero, se adelanta, ello no es así en la especie.-



Sabido es que: “Es principio recibido que solamente se hallan legitimados para apelar las partes, principales y litisconsortes, sea que actúen como actores o demandados dentro del proceso, o los terceros que pudieren verse afectados en la medida de su interés o sufran un agravio personal (arg. art. 242 del CPCC)”. (CC0101 LP 238586 RSI-94-2 I 12-3-2002. “Trifiro, c/ Bellipani”).-



Conforme se ha dicho: “sin interés no hay acción en derecho”; o “todo recurso supone como fundamento jurídico la existencia de un gravamen (perjuicio irreparable) de la parte” (conf. Costa “El recurso ordinario de apelación en el proceso civil, pág. 42, punto 24). “El interés es la medida del derecho –como el agravio es la medida del recurso- y la apelación no procede sino por su lesión, que consiste en el perjuicio que al apelante cause la parte dispositiva de la sentencia” (SCBA L 71437 S 20-12-2000, ver en “Juan Carlos Hitters: “Técnica de los Recursos Ordinarios”  2ª ed. Librería Editora Platense, p. 358).- 

  

En efecto, la legitimación para apelar una providencia está dada por el requisito del interés que existe para quien se sienta perjudicado por la decisión. Dicho perjuicio, como veremos existe en la especie para el recurrente.-



La relación que une al Banco de la Provincia de Buenos Aires con sus mandatarios letrados que actúan en juicio por aquel, como así también el derecho que dicha Entidad detenta sobre los emolumentos judiciales que a estos se les regulen, ha sido interpretada por la Corte Bonaerense. 



Se trata del Acuerdo 57.024 del día 27 de abril de 1.999 donde el Máximo Tribunal  se pronunció sobre una demanda contencioso administrativa promovida por un letrado que solicitaba la anulación de la resolución nº 1315/95 del directorio de dicha Entidad bancaria, por encontrarse la misma en pugna con el art. 91 de la Carta Orgánica del Banco Provincia (ley 9434). La norma allí puesta en crisis es precisamente la que dispone que los honorarios devengados en juicio a favor de los letrados que representen al Banco corresponden a la Institución. La demanda fue rechazada por el cimero Tribunal, quien para ello sostuvo: “los abogados que se desempeñan como agentes estatales y que en ejercicio de tal calidad representan al Estado nacional, las provincias, municipalidades o entidades autárquicas, no actúan en virtud de mandato sino desempeñando una función pública…. Su estado jurídico es consecuencia de la aplicación individual de lo que establecen los estatutos.  (Fiorini, Bartolomé, "Derecho Administrativo", t. I., p. 790; doctr. causas B. 51.963, "Varela", sent. 3-VIII-93; Ac. 49.296, "Banco de la Provincia de Buenos Aires", sent. 30-XII-93; Ac. 53.570, "Ortiz", sent. 9-VIII-94, "Acuerdos y Sentencias", 1994-III-263). De tal modo, la cuestión atinente a la percepción de los honorarios devengados en juicio en ejercicio de la defensa del Estado por parte de sus agentes abogados, no escapa al estatuto cuando este lo contempla. En tales casos, la intervención del letrado en juicio se origina, fundamentalmente, en la defensa del ente administrativo encomendada estatutariamente y a cuyas pautas -incluidas las atinentes a la percepción y destino de los honorarios regulados- se encuentra sometido. Liminarmente advierto que la peculiar naturaleza jurídica de la institución demandada (Banco de la provincia de Buenos Aires), dado su origen constitucional (cf. Lavigne, Roberto Horacio, "La legislación sobre el Banco de la Provincia de Buenos Aires y su preeminencia constitucional", Rev. La Ley, t. 138, p. 1125; Luqui, Juan Carlos, "Una autonomía singular: el Banco de la Provincia de Buenos Aires", Rev. La Ley, t. 148, p. 917), lejos de controvertir corrobora lo antedicho. Pues bien, en tales condiciones se encuentra también la resolución del Directorio del Banco de la Provincia de Buenos Aires 1315/95” (SCBA, Ac. nº 57.024).-



Nótese en la especie que la normativa a la que hacemos referencia, en copia, ha sido agregada a estos obrados a fs. 11/13, por los letrados que han iniciado el pleito, postura que debe entenderse como que se encuentran comprendidos en la misma o por la misma.-



De allí que nunca puede sostenerse que el Banco actor sea un tercero no interesado en la cuestión que ha sido resuelta en la sentencia apelada. Es decir, por la vinculación que une a la Entidad bancaria con los emolumentos en cuestión la resolución en crisis le causa agravio y de allí la legitimación para apelar la misma.-



A mas de ello, nótese que a la luz de la normativa citada, que trata sobre los honorarios de los profesionales que representan en juicio al Banco de la Provincia de Buenos Aires, bien puede concluirse que coloca a este último en acreedor sobre dichos emolumentos, pudiendo oponer en juicio las defensas correspondientes al mantenimiento de su estructura patrimonial. Ni siquiera existen motivos legitimos para justificar la mentada inactividad (CNCiv., sala B, 1/11/79, 1980-A-541, Conf. CNCiv. sala A, 29-6-72, ED 49-339, Llambías, Obligaciones, I nº 441). (arg. conf. art. 1196 del C.C.). Por lo que con mayor razón detenta en autos legitimación para conservar o mantener vivo el derecho.-     

VI. Despejada la cuestión anterior, corresponde entrar a considerar la justeza o no de la resolución atacada.-  



A los fines de resolver el presente, planteo de prescripción de honorarios de profesionales abogados aún no regulados, cabe considerar que “es correcta la distinción entre honorarios devengados y honorarios regulados, siendo de aplicación la prescripción bienal a los primeros y la decenal a los segundos (Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires;  12/09/1978; Borrone, R. c. Moreno, D.).-



También vale recordar que: “Honorario regulado es aquél que ha sido --mediante resolución judicial-- cuantificado en una expresión numérica. Ello, por oposición, conceptualiza el devengado. No mediando, entonces, auto regulatorio rige el art. 4032 del Cód. Civil”. (Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires;  27/02/1990;  Piñol Mancunill, José c. Interplan, Soc. en Com. por Accs; Pub. en LA LEY 1990-C, 108 - DJ 1990-2, 597).-



Respecto al plazo de prescripción de los honorarios del abogado, no cabe distinguir entre créditos reclamados al cliente o al vencido en costas; por ende siempre que los honorarios no estén regulados, el plazo será de dos años (o de cinco según el caso) y solo cuando se trata de un honorario regulado se aplicará el plazo decenal de la actio iudicati; ya que, en tal caso, hay una declaración que simplemente debe ser ejecutada (salvo el agregado entre paréntesis: SC Mend. I, 9/4/91, ED 150-640; ver cita en: Salas-Trigo Represas- López Mesa en: “Código Civil” Tº 4-B; p. 342).-



En tal sentido, resulta claro que es de aplicación en la especie el plazo bienal de prescripción que establece el art. 4.032 del Código Civil.-



Ahora bien, corresponde determinar desde cuando cabe computar dicho plazo de prescripción. La norma determina dos hitos como posibles a tales fines, por un lado la finalización o fenecimiento del pleito y por otro la cesación en la intervención del profesional en la causa.- 



La parte demandada a fs. 207 y vta. se presentó a hacer saber la cancelación de la deuda, por un acuerdo o pago extrajudicial. Nunca antes de dicha presentación podrá considerarse concluido o fenecido el pleito a los fines previstos por la norma en aplicación.-



Ello es así pues, no puede considerarse que un juicio ejecutivo finalice o termine, en cuanto a la necesidad de continuar con labores profesionales, con la sentencia de trance y remate, sino que el pleito culmina con la satisfacción total del crédito reclamado. En otras palabras no se puede hablar de “juicio terminado” cuando sigue siendo necesaria la intervención profesional para que se haga efectiva la condena.-



Por ello es que tal hito como posible para comenzar a contar el plazo prescriptivo, terminación o finalización del pleito, no es aplicable en la especie a fin de que el incidentista obtenga resolución favorable en su planteo.-



 Resta considerar la suerte del planteo desde el otro punto posible como de partida del plazo de prescripción que prevé la norma, tal es, la cesación del poder, mandato o ministerio del abogado en el proceso. Allí precisamente el fundamento de la sentencia en crisis.-     



La prescripción bienal por alejamiento del letrado comienza a correr desde que se le notifica al profesional la revocación del poder, o la sustitución del patrocinio letrado, que dan certeza de que ha concluido su intervención en el proceso; solución, ésta,  que es la que mejor se conjuga con el criterio restrictivo de interpretación que debe regir en la materia, al optar por el régimen mas favorable a la conservación de los actos jurídicos (CNCiv. Sala G, 3/4/89, ED 135-550; ver cita en: Salas-Trigo Represas- López Mesa “Código Civil” Tº 4-B; p. 341).-



En igual sentido y tal vez de un modo aún mas claro se ha dicho: “El plazo de prescripción de los honorarios se cuenta desde la fecha en la cual el letrado renuncia al mandato o al patrocinio ejercido, o desde que le es notificada la revocación del poder o del patrocinio” (CNCiv. A., 15/10/79, ED 86-286; en similar sentido, CNCom. D, 11/4/90, LL 1991-D-168).-



De allí es que, al margen de la distinción que cabe efectuar entre la actuación como mandatario o como patrocinante, en autos no se ha acreditado o lo que es lo mismo de ninguna constancia se desprende que a los distintos letrados intervinientes por la parte actora se les haya revocado o ellos hayan renunciado a su mandato, poder o patrocinio letrado. Por lo que en la especie no ha acontecido el segundo supuesto o hito que la norma en análisis establece como posible punto de partida de la prescripción.-    



Así es que, de ser compartida mi opinión la resolución puesta en crisis corresponderá sea revocada, desestimando el planteo de prescripción formulado, con costas en ambas instancias a la demandada vencida (conf. art. 68, 69, 274 del ritual).- 


Por ello propongo revocar la sentencia  apelada  en todo cuanto decide y fue materia de recurso y agravio; con costas de ambas Instancias a la demandada vencida.-           

                 A esta primera cuestión: 

VOTO POR LA NEGATIVA.
A LA MISMA PRIMERA CUESTIÓN: El  señor juez Dr. Carlos Alberto Violini, dio su voto en el mismo sentido.

 A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, el señor Juez doctor Luis María Nolfi  dijo:

En mérito al resultado de la votación que antecede, el pronunciamiento que corresponde dictar es: 

 Revocar la resolución puesta en crisis, desestimando el planteo de prescripción formulado, con costas en ambas instancias a la demandada vencida (conf. art. 68, 69, 274 del ritual).-           

 ASÍ LO VOTO

A LA MISMA SEGUNDA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Carlos Alberto Violini, aduciendo análogas razones, dio su voto en el mismo sentido.

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente 

SENTENCIA:
Mercedes,     14      de abril de 2010.-

Y VISTOS:
                   CONSIDERANDO:

 Que en el acuerdo que precede, en virtud de las citas legales, jurisprudenciales y doctrinales ha quedado establecido que la sentencia apelada es no justa.-

 POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede SE RESUELVE:  

               Revocar la sentencia interlocutoria de fs. 313/315, en todo lo que ha sido materia de apelación y agravio, desestimando el planteo de prescripción formulado, con costas en ambas instancias a la demandada vencida (conf. art. 68, 69, 274 del ritual).-

                   REGÍSTRESE.  NOTIFÍQUESE. DEVUELVASE.-
Fdo. Carlos Alberto Violini. Luis María Nolfi. Sec. Silvana Metetieri
